Carátula 


COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGISLACIÓN 


(Sesión celebrada el día 18 de junio de 2019). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierto el acto. 
(Son las 14:42). 
—Dese cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente). 


«Carpeta n.” 1350/2019. Ciudad de Tarariras, departamento de Colonia. Se declara feriado 
no laborable el 17 de junio de 2019, con motivo de conmemorarse los 100 años de su fundación. 
Proyecto de ley con exposición de motivos presentado por el señor senador Luis Alberto Heber. 
(Distribuido en elaboración)». 


Lamentablemente, este tema está fuera de fecha. Ya no hay tiempo, salvo que algún señor 
senador con más experiencia conozca algún caso en el que, en circunstancias similares, se haya 
encontrado alguna solución. Incluso, mañana se celebrarán los actos oficiales en esa ciudad de 
Colonia. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


-A continuación, se pasan a considerar las modificaciones propuestas a la Ley n.* 17060. En 
la sesión pasada se desglosaron tres artículos que serán tratados en la presente jornada: artículos 15, 
16 y 17, literales 1) y 2). El señor senador Carrera ha planteado que tiene una propuesta vinculada al 
artículo 11 Bis. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quisiera saber si estamos trabajando sobre el comparativo del 4 de junio. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Así es, señor senador. 


SEÑOR CARRERA.- En la bancada oficialista estuvimos trabajando con algunos legisladores y 
queremos hacer una propuesta en la que dejaríamos sin efecto el artículo 11 Bis y propondríamos un 
artículo que iría al final. 


Con este artículo -que es una norma programática— le estaríamos solicitando a la Junta de 
Transparencia y Ética Pública la elaboración de un proyecto de ley que analice y adopte medidas para 
prevenir la corrupción en el sector privado. Este es un tema que nos preocupa a todos y fue largamente 
discutido en la comisión. 


Dicho proyecto de ley deberá incluir un mecanismo de declaraciones juradas de ingresos y 
activos de particulares que administren fondos públicos o mantengan vínculos contractuales con la 
Administración pública, entre otros aspectos. La Jutep deberá presentar en un plazo de noventa días — 
ya lo conversé con su presidente, el contador Gil Iribarne— un proyecto de ley que aborde el tema de la 
corrupción en el sector privado, entre otros. 


Creemos que seguir este camino es lo más oportuno. En este momento, que estamos 
tratando el tema de las declaraciones juradas de los funcionarios del sector público, creemos que la 
Jutep es el organismo especializado en el Estado uruguayo para estudiar la problemática de la 
corrupción en el sector privado —que mucho preocupa en el ámbito internacional— para que analice las 
diferentes hipótesis y sus posibles soluciones. 


Esta normativa tiene aspectos muy buenos porque establece claramente el sistema de 
declaraciones juradas públicas para los cargos políticos y de particular confianza a nivel nacional y 
otorga nuevos cometidos a la Jutep. Pensamos que antes de finalizada la legislatura, la Jutep estaría 
enviando al Parlamento nacional este proyecto de ley. Si podemos tratarlo antes de que finalice la 
legislatura, mejor; si no, lo dejamos en carpeta para profundizar su estudio al inicio de la próxima 
legislatura. Realmente, nuestra intención es que este proyecto de ley sea aprobado por unanimidad, 
por considerarlo un tema de suma importancia para el país. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me parece que el planteamiento del señor senador Carrera es sumamente 
acertado en cuanto a no incluir este artículo porque como dijimos en la sesión anterior significaría crear 
una estatuto similar para el caso de los privados, cuando todo está previsto para los públicos. 


Asimismo, pienso que no tenemos que solicitar a la Jutep, sino establecer por ley que la Jutep 
deberá, en un plazo de noventa días, elevar el proyecto de ley. 


No estoy seguro de que le adelantemos a la Jutep las soluciones. Lo que sí le podemos pedir 
es que sea un proyecto de ley para prevenir los actos de corrupción, soborno, etcétera. Después de la 
sesión anterior, estuve leyendo derecho comparado tratando de hacer un aporte a la inquietud lógica 
de la bancada oficialista, que también es compartida, de que no solamente hay que castigar al 
funcionario que se deja sobornar, sino que hay que castigar duramente al privado que comete el acto 
de soborno. Como dicen los americanos two for tango —para bailar el tango se necesitan dos-— y, en 
este caso, si hay un cohecho de este tipo, es porque alguien sobornó. 


Lo que he visto en el derecho comparado —especialmente en el derecho norteamericano, que 
es muy estricto- son las prohibiciones de actos de este tipo a todas las empresas en los Estados 
Unidos y fuera del país, con sanciones muy grandes. Por ejemplo, las empresas que cotizan en bolsa, 
si se ven involucradas en un hecho de este tipo, automáticamente quedan fuera de la cotización en 
bolsa. Por supuesto que hay un ente que, además, a esos privados que incurren en esta conducta los 
sanciona con multas, cierre, etcétera, o incluso con alguna responsabilidad penal. Entonces, me 
parece que no habría que limitarlo exclusivamente a la presentación de las declaraciones. La 
declaración puede ser un instrumento, pero creo que hay muchos más instrumentos en el derecho 
comparado, y sería bueno conocerlos para elegir de ese menú cuál es el que mejor se adapta a 
nuestra realidad. Es por eso que diría que no hay que pedir, sino que la ley lo imponga. 


En segundo lugar, sería bueno que haya normas para la prevención de actos de corrupción de 
funcionarios públicos por parte de privados. Podemos poner, por ejemplo, declaraciones juradas, 
sanciones, etcétera, pero no limitarlo solamente a eso, porque lo mejor es que vengan todas. 


Ese es el aporte que tenía para hacer. 


SEÑOR CARRERA.- Para que no se pierda la discusión de lo que veníamos conversando en la 
comisión, queremos que se haga mención al tema de las declaraciones juradas como un instrumento. 
Comparto totalmente lo que señala el senador Bordaberry. Queremos dejar alguna expresión entre 
otros instrumentos. Si él quiere hacer mención a algún otro instrumento en particular, nosotros lo 
acompañamos, pero nos parece importante dejar abierto esto a la Jutep. Es por eso que no lo 
cerramos. Luego la Jutep en el plazo de noventa días nos remitirá el proyecto que considere mejor. 
Quizás nos diga que va por otro lado y no por el lado de lo que estuvimos discutiendo aquí, pero nos 
gustaría que se hiciera mención en el tema de declaraciones juradas para respetar la discusión que 
tuvimos en Cámara de Representantes. 


Le voy a acercar a la Secretaría una redacción, para que luego, cuando se vaya a votar la 
reconsideración, se tenga en cuenta. Me parece que tendría que ir un artículo al final del proyecto. 


SEÑOR VASSALLO..- Quería saber si este tema está concluido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Primero tendríamos que reconsiderar el artículo 11 Bis como fue votado a 
efectos de que el voto negativo habilite, posibilite la consideración del artículo nuevo que se propone 
por parte del senador Carrera. 


SEÑOR BORDABERRY.- En aras de lealtad hacia la bancada oficialista, no sé si habría que votarlo 
negativamente, porque si después no va en el proyecto, quizás sea un rechazo a la norma y eso podría 
impedir que se presente en el mismo período. Capaz que lo que debemos hacer es desglosarlo y 


dejarlo aparte para su estudio en la comisión, y no votarlo negativamente. Consulto esto a la 
Secretaría. 


(Dialogados). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reconsideramos el artículo, se vota negativamente y el nuevo se introduce en 
el final. 


SEÑOR VASSALLO..- Me parece que el procedimiento sería reconsiderar primero el artículo; segundo, 
al reconsiderarlo, se propone eliminarlo y se vota la eliminación; y al eliminarlo se vota después, si hay 
acuerdo, una norma sustitutiva, que va en otro artículo. Me parece que así no habría problemas. 


(Dialogados). 
(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


SEÑOR HEBER.- Me parece sensata la posición del oficialismo de hacer una revisión porque, de lo 
contrario, estaríamos generando una situación de conflicto gratuita porque todos estamos de acuerdo 
con la declaración jurada de los funcionarios públicos. 


Asimismo, no tengo inconveniente en que se le solicite a la Jutep que nos remita un informe 
en un plazo de noventa días, pero adelanto que su posición no será vinculante con el tema que surja. 
Por supuesto, estoy abierto a estudiar el tema ya que estoy de acuerdo con todas aquellas medidas 
que ayuden a que el sistema y la sociedad uruguaya sean menos corruptos y a que se pueda condenar 
la corrupción tanto pública como privada. Debemos ser cuidadosos en no invadir al sector privado 
debido a que muchas veces lo que puede ser considerado como delito en la gestión pública no 
necesariamente tiene que serlo en el ámbito privado. 


Dejo esta constancia a los efectos de cubrirme ante lo que pueda informar la Jutep al 
respecto que, naturalmente, estoy dispuesto a analizar y a discutir. 


SEÑOR MIERES.- Simplemente, quiero dejar constancia de que celebro este tipo de planteos que, a 
mi juicio, permiten generar un consenso sobre el proyecto de ley en general, además, de ubicarlo en el 
ámbito de las declaraciones juradas de los funcionarios públicos. 


Asimismo, comparto el artículo que se propone como alternativo, independientemente de que 
cuando llegue el proyecto de la Jutep, veamos —como decía el señor senador Heber- cuál es la 
evaluación de cada uno de nosotros. Es de orden que implicará otro proyecto de ley que, en su 
momento, será analizado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración la reconsideración del artículo 11 Bis. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
—9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración la eliminación del artículo 11 Bis. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
—9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase la propuesta alternativa del artículo 11 Bis que se acaba de eliminar. 


«Cométase a la Junta de Transparencia y Ética Pública la preparación de un anteproyecto de 
ley que analice y prevea medidas para prevenir la corrupción en el sector privado, el cual podrá incluir 
mecanismos de declaraciones juradas de ingresos y activos de particulares que administren fondos 
públicos o mantengan vínculos contractuales con la administración pública, entre otros instrumentos. 


Dicho anteproyecto de ley deberá ser remitido en un plazo máximo de noventa días». 
En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
—9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR VASSALLO.- Teniendo en cuenta la discusión de la sesión pasada y algunos planteos 
realizados por el senador Mieres —que consideramos razonables—, trajimos una propuesta que creo 
que recoge lo solicitado por el senador. Me refiero al literal U) del artículo 11 que habla de los 
candidatos a la presidencia, a la vicepresidencia y a intendentes, además del vínculo con el inciso 2) 
del artículo 13. 


(Ocupa la presidencia el senador Carrera). 


—Parece lógico lo planteado por el senador Mieres en la sesión pasada con relación a que 
esto hace a un grupo de personas que tienen una cualidad diferente a las otras que se han tratado en 
este proyecto de ley. Para empezar lo más importante es que no son necesariamente funcionarios 
públicos y no van a hacer la declaración por funcionarios públicos, sino por candidatos. Ese es el tema. 
Ahora, esos candidatos, que naturalmente algunos de ellos serán elegidos como presidente, 
vicepresidente o intendente, harán la declaración jurada que corresponda de acuerdo a este proyecto. 
Este es el caso de quienes aún no están. 


En forma tentativa tengo un texto que, si están de acuerdo y el presidente lo permite, lo voy a 
leer: «Los candidatos a la presidencia y vicepresidencia de la República y a las Intendencias 
Departamentales proclamados por los organismos partidarios correspondientes deberán presentar una 
declaración jurada de sus bienes e ingresos tal como se determina en el artículo 12 de la presente 
ley». El artículo 12 naturalmente por ahora es tentativo suponiendo que se mantenga la numeración 
que tenemos. Y continúa diciendo el texto: «La declaración deberá ser presentada antes de los 30 días 
de efectuarse el acto electoral correspondiente. La Jutep publicará las mismas en los mismos términos 
indicados en el artículo 12 Bis. Asimismo indicará en su página web quienes han incumplido con dicha 
obligación. La reglamentación determinará el monto de la multa a quienes no dieran cumplimiento con 
la obligación establecida en este artículo». El final obviamente hace referencia a una discusión que 
tuvimos respecto a cuál es la sanción y si bien pasamos por varios tópicos creo que las únicas 
posibilidades son una sanción pecuniaria, una multa y en todo caso el conocimiento de que se ha 
cumplido o incumplido, lo que dará lugar a la sanción social o política que se entienda pertinente. Se 
intenta zanjar un tema que me pareció que fue bien observado. 


SEÑOR MIERES.- Comparto la propuesta porque me parece que es mucho mejor que esté como un 
artículo aparte porque es de naturaleza distinta, tal como lo habíamos señalado. 


Voy a hacer una sugerencia estrictamente de redacción. En el segundo inciso dice «La 
declaración deberá ser presentada antes de los 30 días de efectuarse el acto electoral 
correspondiente», y debería decir: «...deberá ser presentada hasta 30 días antes de efectuarse el acto 
electoral correspondiente». Me parece que queda más claro, pero es simplemente un tema de 
redacción. Lo demás es totalmente compartible. 


(Se suspende momentáneamente la versión taquigráfica). 


—Reitero un planteo que hice al final de la sesión anterior porque al eliminarse el literal U), 
habría que convertir el párrafo final en un último literal que, a su vez, pasaría a ser el U). Por lo tanto, lo 
que propongo es que no quede como inciso, sin discriminación de literal, porque eso no sería sensato. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la reconsideración del literal U). 
(Se vota). 
8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se va a votar el literal U). 
(Se vota). 
—0 en 8. Negativa. 
Léase la nueva redacción del literal U). 
(Se lee). 


«U).- Las personas físicas que ejerzan funciones o presten servicios personales del tipo de 
los indicados en los literales F), N) y P), en empresas privadas ya creadas o adquiridas por los 
organismos públicos y en las que se creen o adquieran en el futuro, así como en las creadas o 
adquiridas a su vez por las empresas privadas dependientes de aquellas y sus sucesivas, con sede en 
el territorio o fuera de él, cuando esas personas hayan sido designadas o propuestas por el Estado y 
este tenga participación en su capital». 


Se va a votar. 


(Se vota). 
8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase la propuesta del señor senador Vasallo, relativa a la declaración jurada de los 
candidatos. 
(Se lee). 


«Artículo equis.- Declaración jurada de candidatos. Los candidatos a la presidencia y 
vicepresidencia de la República y a las intendencias departamentales proclamados por los organismos 
partidarios correspondientes, deberán presentar una declaración jurada de sus bienes e ingresos, tal 
como se determina en el artículo 12 de la presente ley. La declaración deberá ser presentada hasta 
treinta días de efectuarse el acto electoral correspondiente. La Jutep publicará las mismas en los 
mismos términos indicados en el artículo 12 Bis. Asimismo, indicará en su página web quiénes han 
incumplido con dicha obligación. La reglamentación determinará el monto de la multa a quienes no 
dieran cumplimiento con la obligación establecida en este artículo». 


Se va a votar. 


(Se vota). 


-8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el artículo 15. 


(Se lee). 


«Artículo 15. (Solicitud de apertura de las declaraciones).- La Junta tendrá a su cargo la 
custodia de las declaraciones juradas y solamente procederá a la apertura del sobre conteniendo la 
declaración jurada: 


A) A solicitud del propio interesado. 
B) Por resolución de la Justicia Penal» 


SEÑORA SECRETARIA.- Había quedado instalada una discusión en cuanto a si mantener el literal C) 
o no. El señor senador Carrera sugirió mantener el segundo inciso del literal C) que comienza diciendo 
«Antes de la apertura». 


SEÑOR BORDABERRY.- Me animaría a decir que hay que mantener el primer inciso del literal C) 
porque este artículo es muy contundente y va a ser una contradicción con el otro. Dice que solamente 
procederá a la apertura del sobre conteniendo la declaración jurada en los supuestos mencionados. 
Entonces, estaríamos eliminando el literal C) que está en otro supuesto, pero en realidad el 
«solamente» está estableciendo una contradicción. En el otro se dice cómo se procede y en este se 
establece que se procederá a la apertura obligatoriamente por resolución de la Junta de Transparencia 
y Ética Pública. Me parece que, en este caso, lo que abunda no daña, y deberíamos dejarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúese con la lectura del artículo. 
(Se lee). 
«C) Por resolución de la Junta de Transparencia y Ética Pública (JUTEP). 


Antes de la apertura se le dará conocimiento al interesado a los efectos de que dentro de un 
plazo de quince días hábiles haga sus aclaraciones, descargos o aportes que entienda conveniente 
realizar. 


La JUTEP necesitará unanimidad de integrantes para su apertura y determinará en cada caso 
la necesidad de comunicar dicha decisión a la Justicia Penal o al Ministerio Público». 


—En la discusión que teníamos la semana pasada sobre el literal C), estábamos de acuerdo 
en que hay que mantenerlo. Creo que el segundo inciso sobre el derecho de defensa también habría 
que mantenerlo y quizás deberíamos eliminar el inciso final. 


SEÑOR HEBER.- En la sesión pasada argumenté en contra de que la Jutep tuviera potestades por 
resolución propia; no me parece que deba ser así. En cuanto a una comisión investigadora 
parlamentaria, yo que sé, me parece que estamos politizando esto. Esta es una declaración jurada a 
solicitud de la justicia penal. No lo mezclemos con decisiones de carácter político partidarias que 
muchas veces terminan en situaciones de interés partidario más que de interés de transparencia. 
Vuelvo a decir que se expresa: «A solicitud fundada de una Comisión Investigadora Parlamentaria». 
¿Qué es una solicitud fundada en una comisión investigadora? ¿Qué potestades tiene dicha comisión 
investigadora? Si se abre la declaración jurada después que una comisión investigadora decreta que 
hay que levantarle la reserva a determinado legislador o jerarca, termina siendo un linchamiento 
público. No sé, yo tendría muchísimo cuidado con esto. 


Después se señala que la Jutep necesitará unanimidad de sus integrantes, pero una junta de 
ética pública no es un Poder del Estado que tenga potestades de juzgar. Por resolución fundada abre 
la declaración jurada. Me parece que ahí hay una situación que deberíamos analizar. Yo no tengo 
ninguna duda si el propio interesado viene y dice: «Yo quiero que se abra mi declaración jurada» 
porque hay alguna sospecha en algún ambiente. Tampoco la tengo si lo solicita la justicia penal. 


Estamos hablando de que gran parte de las declaraciones juradas serán públicas; no sé, yo 
tendría cuidado con esto. Me gustaría escuchar alguna otra opinión. Mi intención no es entorpecer, 
pero tampoco dar armas como para que esto se transforme en una cacería o en una plataforma de 
sospechas de unos con otros. Insisto en que tendría mucho cuidado con establecer que se abra por 
resolución de la propia Jutep o a solicitud de una comisión investigadora parlamentaria. 


SEÑORA AYALA.- En primer lugar, sería bueno definir si vamos a dejar o no este literal, de manera de 
hacer algunos aportes sobre cuestiones de redacción. 


Personalmente, no estaría de acuerdo en que dejar los literales D) y E). 


Si quedara el literal C), no sé por qué le sacaríamos la palabra «fundada» a la expresión «Por 
resolución fundada de la Junta de Transparencia y Etica Pública». 


Por otra parte, en el último inciso del literal C) se establece que la Jutep necesitará la 
unanimidad de sus integrantes para proceder a la apertura. Entiendo que primero deberíamos definir si 
queda el literal C). 


Reitero que no estoy de acuerdo con que queden los literales D) y E). 


SEÑOR MIERES.- A efectos de ordenar el sistema, quiero señalar que tenemos una serie de 
funcionarios cuyas declaraciones juradas serán públicas a partir de la vigencia de esta ley, aunque una 
parte será reservada de acuerdo a las modificaciones que propuso el senador Vassallo. 


Cuando estamos hablando de la apertura, ¿a qué nos estamos refiriendo? A la apertura de 
las que no son públicas y/o a la apertura de la parte reservada de las que son públicas. Esa es la 
primera duda que deberíamos resolver: el alcance de la apertura. 


La segunda duda tiene que ver con quiénes tendrán iniciativa para reclamar la apertura: 
obviamente el propio interesado y la justicia penal mediante resolución. Yo lo dejaría hasta acá porque 
me parece que la resolución de las comisiones investigadoras parlamentarias o de las juntas 
departamentales se corre un alto riesgo de que sea manejada, digamos, de una manera más amplia. O 
sea que soy partidario de dejar los literales A) y B). 


La Jutep puede solicitarle la apertura a la justicia penal —esa es una alternativa—; me parece 
que es bueno que la justicia penal tenga esa posibilidad. Aun tratándose de la justicia penal, 
deberíamos incorporar la idea de que será abierta solo para ese ámbito. Esto tampoco está en el texto; 
me refiero a que deberíamos marcar el alcance de esa apertura. La justicia penal no puede plantear 
que se hagan públicas las declaraciones juradas y se publiquen. Se supone que pide tener la 
información porque la necesita para su actuación. Entonces, el alcance tiene que ser específico o 
exclusivo para la justicia penal. Estos son los conceptos que me parece que deberíamos incluir en el 
texto. 


SEÑOR HEBER.- Vamos a tratar de razonar juntos. Según entendí, la Jutep tiene acceso a todo, 
también a la parte reservada. No puede hacerlo público, pero tiene acceso a la parte reservada de las 
declaraciones juradas. Lo que se busca -—por eso miro al señor senador Vassallo- es que la parte 
reservada tenga ese carácter con respecto a datos concretos y privados de la persona, como dónde 
vive y qué tiene, es decir, detalles privados, pero en realidad la Jutep tiene acceso a esa información. 


Entonces, no imagino cuál es la tesis por la cual la Jutep debería hacer público esto. Supongo 
que la Jutep sabe si hay una irregularidad y que está obligada a ir a la justicia penal a denunciar. 


SEÑOR MIERES.- De acuerdo al texto que venimos trabajando, entiendo que la Jutep no tiene acceso 
a la parte reservada de las declaraciones juradas; las resguarda, pero no las abre. Esa es mi 
interpretación, pero quizás sea incorrecta. 


El régimen que estamos aprobando implica dos situaciones: los funcionarios públicos que 
presentan declaración jurada y queda cerrada, y los funcionarios públicos —que son todos los políticos 
y algunos más-— que deben presentar una declaración jurada que es pública en una parte y reservada 
en otra. El punto es que la parte reservada está cerrada. La pregunta es cuándo se abre la declaración 
jurada de un funcionario público que está cerrada o la parte reservada del funcionario público que tiene 
declaración jurada pública. Creo que ese sería el alcance del artículo 15, que refiere a la solicitud de 
apertura de las declaraciones. 


Para dejar todo claro, deberíamos especificar que se trata de los funcionarios públicos que 
presentan declaración pero que se mantiene cerrada, y de la parte reservada de los que tienen la 
obligación de que se haga pública la otra parte. 


Entonces, ¿quiénes pueden solicitar la apertura? El propio interesado y la justicia penal por 
resolución, en cuyo caso debería establecerse que es a los solos efectos del procedimiento penal, 
porque de otra manera se podría interpretar que esa apertura podría implicar una publicidad, que no es 


lo pertinente. Lo adecuado es que al juez le pasen copia de la declaración jurada para tomar 
conocimiento de ella y hacer la evaluación del proceso judicial. 


En mi opinión, no se debería hacer nada más para no abrir demasiado el juego. 


Aparte, en otro artículo está el procedimiento aleatorio por el que anualmente la Jutep sortea y 
decide abrir el 5 % del total de las declaraciones para evaluar la consistencia de la evolución de las 
declaraciones, pero ese es otro tema. 


Acá estamos hablando de la solicitud del propio interesado que pide que se abra la 
declaración o de la justicia penal que está investigando a una persona y entiende que eso es relevante 
para el juicio. 


SEÑOR BORDABERRY.- Por mi parte, quiero proponer una declaración alternativa a los literales D) y 
E), que son los de las comisiones investigadoras, pero si hay una propuesta de eliminarlos, sin duda lo 
prefiero, porque como dice el señor senador Heber es darle una connotación política a algo que me 
parece que no debería tenerla. 


Ahora bien, sí me parece que el literal F) debería quedar así y no ser un artículo aparte, 
porque el artículo comienza diciendo: «Solo procederá a la apertura del sobre conteniendo la 
declaración jurada» y el literal F) refiere a uno de esos casos. De lo contrario, pondríamos que 
solamente en estos supuestos procederá a hacerlo, pero luego agregaríamos otro artículo donde 
también se faculta a hacerlo. En ese sentido, me parece que tendría coherencia dejar el literal F) 
dentro del artículo. 


En cuanto al literal C), como dice el señor senador Heber, siento que la Junta de 
Transparencia y Ética Pública tiene las facultades de hacerlo. No estoy en contra de esto. Creo que es 
bueno que quede porque, si tiene una sospecha o una denuncia, analiza el caso y procede. La Jutep 
debe tener la herramienta de abrir la declaración por resolución interna y ver qué es lo que hay. Sin 
lugar a dudas, eso sumaría. 


SEÑOR VASSALLO.- He escuchado a los señores senadores decir que la Jutep debe poder abrir y 
tengo muchas dudas. Las funciones de la Jutep están establecidas en el artículo 14. La Jutep tiene 
que estudiar dos cosas: con la parte abierta debe estudiar cómo evoluciona el patrimonio tomando 
algunos casos que le llamen la atención y analizándolos y para el caso del 5 % aleatorio con un 
método de riesgo también debe abrir las declaraciones. Creo que esas son las dos situaciones en que 
la Jutep puede abrir la parte reservada de las declaraciones y ahí termina su función en esto. Por 
supuesto que después tiene que preservar la información. Inicialmente no comparto —a no ser que me 
den algún argumento que no entendí o se me pasó por alto— el literal C). Sin embargo, conservaría el 
segundo inciso. 


En el literal B), que refiere a la apertura por resolución de la justicia penal, el interesado tendrá 
un plazo para hacer descargos. Me parece que es de norma que la gente tenga la posibilidad de 
aclarar su situación. Insisto en que la Jutep ya tiene sus funciones y creo se está complicando porque 
se vuelve a poner elementos sobre los que ya está establecido lo que se debe hacer. ¿Por qué va a 
abrir otras declaraciones que no estudió? No entiendo. La única forma fundamentada que tiene la junta 
para abrir la parte reservada de las declaraciones es a través de presumir, mediante la evolución del 
patrimonio, que alguien está cometiendo algún dolo o delito. Creo que eso ya está dicho y me parece 
que no corresponde. 


En cuanto a los literales D) y E) creo que hay observaciones de los señores senadores más 
experimentados que quien habla, que son atendibles. A mi juicio, si se mantuvieran creo que deberían 
tener algunas restricciones mucho más fuertes de las que están establecidas aquí. No estoy seguro de 
que sea la comisión estrictamente, sino que quizás debería ser el órgano más en pleno el que deba 
establecer esto. No arriesgo una opinión porque no tengo clara cuál es la solución. De mantenerse la 
investigación parlamentaria o departamental la decisión no debería ser tomada por la comisión porque, 
por una mayoría circunstancial se puede generar un hecho que resulte inconveniente para el sistema 
político, las cámaras o las juntas departamentales. Creo que no es eso lo que estamos tratando de 
hacer, sino de controlar con los equilibrios que correspondan. No me gusta, pero se podría mantener si 
se incorporan algunas restricciones mayores. 


SEÑOR HEBER.- Confieso que tenía dudas con respecto a este tema, pero coincido en sacar los 
literales D) y E) porque me parece que si, por ejemplo, una comisión investigadora —tanto 
departamental como parlamentaria— consigue una mayoría circunstancial —-seguramente la realidad va 
a cambiar—- y decide levantar la reserva de la declaración jurada de Fulano de Tal es porque 
lamentablemente ya tiene sospechas de un enriquecimiento ilícito. El solo hecho de que una comisión 
parlamentaria levante la reserva de una declaración jurada supone que existen sospechas de que 
existe un enriquecimiento ilícito. Por lo tanto, descartaría esto. 


Por otro lado, me parece que el literal C) ya está contemplado, tal como afirmó el señor 
senador Vassallo. De lo contrario, ¿por qué diría que «Por resolución fundada de la Junta de 
Transparencia y Ética Pública» se podrá abrir la parte reservada? ¡Si esto ya se establecía! Si el día de 
mañana surge un sospechoso dentro del sistema político, las acciones a tomar están dentro de las 
potestades de la Jutep; esta puede decidir levantar la parte reservada porque, por ejemplo, hay una 
acusación de carácter público que somete a un jerarca, legislador o político a una situación en la que 
se sospecha un enriquecimiento ilícito. Insisto en que es algo que ya está contemplado. Si esta 
situación no estuviera incluida en el artículo 14, sí votaría el literal C), pero de acuerdo con la 
interpretación que hace el señor senador Vassallo del artículo 14, la actitud de comparar la parte 
pública de la declaración bastaría para que, por mayoría, la Jutep decidiera investigar a la persona. 
Esto sería aparte del 5 %, por supuesto. 


Es importante que hagamos una buena interpretación como para ver si esto puede hacerlo la 
Jutep por medio del artículo 14. De lo contrario, estaría de acuerdo con incluirlo en el artículo 15. Como 
dije antes, mañana puede haber una acusación pública de un determinado jerarca del que se sospecha 
un enriquecimiento ilícito y la Jutep puede afirmar que no tiene potestades para abrir la parte 
reservada. En definitiva, hay que saber claramente si esta Junta tiene o no potestades en ese sentido; 
frente a acusaciones públicas puede ver la parte pública y, mediante resolución, abrir la parte 
reservada de determinados jerarcas que están en la opinión pública. 


Además, hay otro caso que me parece muy importante porque, si esto se hace dentro de la 
Jutep, no tendrá el carácter público que mañana podría determinar que estuviéramos frente a un 
linchamiento de determinada persona porque alguien afirmó que hubo un enriquecimiento ilícito. 


Quiero que quede claro que si hay un corrupto que se ha enriquecido ilícitamente, no tengo 
dudas de que se pueda detectar. El problema es que no sea corrupto y estemos frente a una acusación 
injusta. ¡Eso me preocupa! Que se catalogue a alguien como corrupto por el solo hecho de que se 
levante la reserva de su declaración jurada. 


En consecuencia, ¿el artículo 14 contempla esta situación? No sé si volver a considerar ese 
texto y agregarle algo —miro al señor senador Vassallo- de modo tal que la Jutep pueda levantar la 
parte reservada frente a un escándalo porque se acusa públicamente a una persona —por ejemplo, en 
la prensa— de que se ha enriquecido ilícitamente. Es necesario que la Jutep pueda actuar, levantar la 
reserva y determinar cuál es la situación. Eso sí me parece bien. 


En realidad, estoy razonando en voz alta y voy cambiando de opinión. 
SEÑOR MIERES.- Quiero ver en qué cosas estamos de acuerdo y dónde están las dificultades. 


Creo que estamos de acuerdo en que las hipótesis de los literales D), E) y F) del artículo 15 
deben quedar fuera. 


SEÑOR BORDABERRY.- El F) no. 


SEÑOR MIERES.- El F) está repetido en el artículo 14. Justamente, el artículo 14 establece que cada 
año civil la Jutep va a abrir hasta un 5 % de las declaraciones juradas y el F) del artículo 15 dice que, 
de forma aleatoria mediante el procedimiento y garantías que disponga la reglamentación respectiva, 
procederá a abrir hasta un 5%. 


Entonces, en el artículo 14 está el procedimiento normal, pero ¿eso descarta la posibilidad 
de que la Jutep resuelva abrir alguna declaración porque le llegue una denuncia por un caso? No, 
porque tenemos dos hipótesis. Una es la de la aleatoriedad, ese 5 % de casos que serán sorteados y 
que podrán ser de personas sospechadas o no y otra es la prevista en el artículo 15, que refiere a las 


circunstancias especiales en que se abren declaraciones reservadas fuera de la aleatoriedad del 
artículo 14. 


El literal A) refiere a que la persona interesada quiere que se abra. Por ejemplo, están 
diciendo cualquier cosa de ella y quiere que se abra su declaración para demostrar que son 
falsedades. El literal B) prevé que la Justicia Penal lo solicite. En ese caso, no corresponde el traslado 
a la otra parte para ver si se abre o no. Cuando la Justicia Penal solicita una declaración jurada, no 
sería pertinente darle traslado al interesado para que resuelva; la Jutep no es tribunal de alzada de la 
Justicia Penal, tiene que acatar lo que le dice. El literal C) es para cuando la Jutep recibe una 
denuncia. En este caso, sí valen los dos incisos. 


Por lo tanto, lo redactaría de la siguiente manera: «C) Por resolución de la Jutep. En este 
caso antes de la apertura se le dará conocimiento al interesado a los efectos de que dentro de un plazo 
de quince días hábiles haga sus aclaraciones, descargos o aportes que entienda conveniente realizar». 
En este caso, sí me parece pertinente porque la Jutep no es la Justicia Penal. Si quiere abrir una 
declaración porque le ha llegado una denuncia, le da la posibilidad al interesado de que haga sus 
descargos. Además, creo que no está mal que la Jutep necesite la unanimidad de integrantes para la 
decisión de apertura y que en cada caso determine la necesidad de comunicar dicha decisión a la 
Justicia Penal o al Ministerio Público. 


Por lo tanto, tendríamos un artículo 14 sobre aleatoriedad y un artículo 15 en el que se 
plantean los casos en que el propio interesado pida que se abra su declaración, la Justicia Penal lo 
solicite o la Jutep, previa vista al interesado y por unanimidad, resuelva su apertura. 


Lo único que a mí me parece que falta es establecer que estamos hablando de las 
declaraciones juradas cerradas y de declaraciones juradas reservadas, pero tal vez eso está implícito y 
no es necesario decirlo. 


SEÑOR BORDABERRY.- Respecto del literal F), reitero que, tal como está redactado, el artículo 15 
establece que solamente procederá en estos casos. Si no quieren poner ese literal F), habría que 
poner «F) En los supuestos previstos en el literal C) del artículo 14», porque hay un caso que no está 
incluido en estos. Simplemente es una cuestión de prolijidad. 


No pondría los literales D) y E), y en el caso del C) dejaría «Por resolución de la Junta de 
Transparencia y Ética Pública» —porque no sé por qué hay que darle vista al interesado si es dicha 
junta que lo hace—, agregaría «por resolución fundada» que lo sacamos, y un inciso segundo que 
expresara: «La JUTEP necesitará unanimidad... ». Y voy a explicar el porqué. ¿Cómo funciona la Junta 
de Transparencia y Ética Pública? Recibe una denuncia y un pedido de que se investigue o hay un 
hecho público y decide investigar por iniciativa propia. En ese caso empieza a investigar y entiende 
necesario abrir lo reservado para ver si le agrega algún elemento. Y está bien, tiene que fundarlo; 
parece sensato que lo haga. No debemos privar esa facultad a la junta porque, de lo contrario, es 
atarla a no poder abrir la propia información que tiene. Sí volvería a incluir —no sé por qué se sacó-: 
«Por resolución fundada de la Junta de Transparencia y Ética Pública» y que «La JUTEP en ambos 
casos necesitará unanimidad de integrantes para su apertura» —-me parece que eso es una garantía; 
quien lo redactó hizo bien— «y determinará en cada caso la necesidad de comunicar dicha decisión a la 
Justicia Penal o al Ministerio Público». Esto está bien, porque después que la abrió, si encontró hechos 
con apariencia delictiva lo determinará. 


Eso es lo que sugiero hacer con el artículo. 


SEÑORA AYALA.- En realidad, estamos discutiendo dos artículos y creo que están mezclados. El 
artículo 14 establece sobre la custodia y el análisis de las declaraciones, y se incluye un literal C) que 
refiere a sus aperturas. Me parece que ese literal C) del artículo 14 debería pasar a ser parte del 
artículo 15, que también está en su literal F). Digo esto para ordenar un poco, porque en el artículo 14 
estamos hablando de dos cosas y mezclando apertura con custodia. Y en el artículo 15 dice, 
justamente, de la apertura de las declaraciones. Pregunto por qué no pasar ese literal C) con el último 
inciso del artículo 14 a ser parte del artículo 15. Después ahí sí tomar en cuenta lo que dice el senador 
Bordaberry de no sacar el literal F) y ver con cuál de las dos redacciones nos quedamos, es decir, si 
con el literal C) del artículo 14 o con el literal F) del artículo 15. 


SEÑOR VASSALLO.- Mi perspectiva era un poco diferente y hacer el cambio al revés. Me convenció la 
argumentación del señor senador Mieres en el sentido de que es bueno tenerla, pero pondría el literal 


C) —el tema es si se abre o no; escuché los argumentos de si se da la posibilidad al interesado a los 
efectos de hacer descargos— en el artículo 14. ¿Por qué? Porque ahí es donde se establecen la 
custodia y el análisis, o sea, el estudio, el momento en que la junta puede hacerlo. Tendrá la custodia y 
después lo pondría en B), y en los siguientes pasaría el B) al C), el C) al D), etcétera. Ahí, entonces, 
uno dice que la Junta de Transparencia y Ética Pública podrá abrir las declaraciones reservadas y 
necesitará unanimidad, etcétera. Creo que es parte de las funciones que tiene la Jutep y por eso lo 
incluiría ahí. 


En el artículo 15 la referencia es a los pedidos que vienen desde afuera de la Jutep. 


Simplemente voy a recordar algo que resolvimos el otro día. Se plantea el literal F), pero ya 
ha sido recogido en el C). Además de lo que está aquí, se incorporó lo que está en la página 28 del 
repartido —que corresponde a la versión del 4 de junio —que está en verde-—, artículo 4.”-, donde se 
explicita una metodología de análisis de riesgo y la apertura de un 5 %. Sería extremadamente 
redundante volver a poner el literal F) porque está explicado en lo que ya se votó. Quería aclararlo 
porque en el texto que tenemos a la vista se incorporó esa parte. 


Mi propuesta tiene que ver con pasar el literal C) al artículo 14, como literal B). También 
merece un ajuste de opinión ver qué incluiremos exactamente. Habría que analizar si incluimos o no el 
inciso segundo, que expresa: «Antes de la apertura se le dará conocimiento al interesado». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comparto la posición del señor senador Bordaberry porque es como está 
redactada la norma que se refiere únicamente a estas hipótesis y el procedimiento de quien tiene la 
legitimación para abrir las declaraciones juradas. Creo que los literales A) y B) están bien. Además, 
mantendría el literal C) y agregaría «Por resolución fundada». 


Por otra parte, creo que no habría inconveniente en eliminar el inciso segundo del literal C) y 
dejar el tercero que refiere a que la Jutep necesitará unanimidad. Me parece, además, que habría que 
mantener el literal F) en esa situación. Asimismo, estoy de acuerdo en eliminar los literales D) y E). 


SEÑOR MIERES.- Creo que está bien mantener en el literal C) del artículo 14 la apertura aleatoria 
porque si es así, no se puede volver a poner en el literal F) del artículo 15. 


Por lo tanto, propongo la siguiente redacción: «Artículo 15. (Solicitud de apertura de las 
declaraciones).- Además de la hipótesis planteada en el literal B) del artículo 14, la JUTEP procederá a 
la apertura del sobre conteniendo la declaración jurada: 


A solicitud del propio interesado. 
Por resolución de la Justicia Penal. 
Por resolución fundada de la propia JUTEP. 


La JUTEP necesitará unanimidad de integrantes para su apertura y determinará en cada caso 
la necesidad de comunicar dicha decisión a la Justicia Penal o al Ministerio Público». 


De ese modo, queda articulado y por separado la hipótesis de la aleatoriedad, que, 
repito, no surge de ninguna sospecha, sino que es un procedimiento preventivo por el cual la Jutep 
investiga de manera aleatoria a un 5 % de las personas obligadas a hacer las declaraciones juradas. 
Eso está en el artículo 14 y me parece que está bien que esté allí. 


Por otra parte, el artículo 15, dice: «Además de la hipótesis prevista en el artículo 14 —que es 
aleatoria— también se procederá a la apertura en tres casos: 


A solicitud del propio interesado. 
Por petición de la Justicia Penal. 


Por resolución de la Junta de Transparencia y Ética Pública -JUTEP-». 


Eso será por alguna denuncia o cosa por el estilo y, en ese caso, por unanimidad, para dar 
garantías. Me parece que con esto queda resuelto el tema. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que de a poco nos vamos poniendo de acuerdo, pero hace falta 
despejar algunas cosas. 


En primer lugar, estamos de acuerdo con eliminar los literales D) y E). 


Ahora, la discusión es —y me voy a permitir tratar de convencer al señor senador Mieres— 
cómo influye lo previsto en el artículo 14, sobre el literal F), que pasará a ser el literal D) del artículo 15, 
porque me parece que son hipótesis distintas. El artículo 14 dice qué debe hacer la Jutep y el artículo 
15, qué puede hacer la Jutep. Son cosas distintas, y a mí me parece muy importante la redacción 
anterior cuando en el acápite del artículo 15 dice que solo y solamente procederá a la apertura del 
sobre conteniendo la declaración jurada, porque el espíritu del legislador es dejar bien claro que 
procederá en los siguientes supuestos: «A) A solicitud del propio interesado. B) Por resolución de la 
Justicia Penal; C) Por resolución fundada de la Junta de Transparencia y Ética Pública» y, para aunar 
criterios en cuanto al texto yo agregaría: «En el supuesto previsto en el literal C) del artículo 14». De 
esta manera no reiteramos, sino que dejamos establecido que solamente procede en ese supuesto, y 
quedaría zanjada la discusión y unimos los puntos. 


SEÑOR MIERES.- No tengo inconvenientes con la redacción propuesta por el señor senador 
Bordaberry que dice exactamente lo mismo que la que presentada, pero al revés, ya que eliminamos el 
F) y agregamos en el acápite del artículo, «Además de las hipótesis planteadas en el literal B) del 
artículo 14». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 15 con las modificaciones propuestas. 
(Se lee). 


«Artículo 15. (Solicitud de apertura de las declaraciones).- La Junta tendrá a su cargo la 
custodia de las declaraciones juradas y solamente procederá a la apertura del sobre conteniendo la 
declaración jurada: 


A) A solicitud del propio interesado. 
B) Por resolución de la Justicia Penal. 


C) Por resolución fundada de la Junta de Transparencia y Ética Pública (JUTEP). La JUTEP 
necesitará unanimidad de integrantes para su apertura y determinará en cada caso la necesidad de 
comunicar dicha decisión a la Justicia Penal o al Ministerio Público. 


D) En el supuesto previsto en el literal C) del artículo 14 de la presente ley». 
—En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


Léase el artículo 16. 


(Se lee). 


«Artículo 16. (Omisión de la presentación).- Cuando el funcionario obligado no presentare su 
declaración jurada en los plazos previstos por el artículo 13 de la presente ley, se le notificará dicha 
circunstancia a través de su organismo de origen. Transcurrido un plazo de quince días hábiles y 
verificado su incumplimiento injustificado ingresará en la calidad de omiso. 


La JUTEP comunicará la calidad de omiso al organismo en que reviste el funcionario, a 
efectos de la aplicación de las medidas disciplinarias pertinentes y de la retención prevista por el 
artículo 99 de la Ley n.* 18046, de 24 de octubre de 2006, o en su caso a los organismos de previsión 
social correspondientes. 


Los funcionarios obligados que no hayan presentado su declaración jurada al egresar de la 
función pública en el plazo correspondiente serán intimados en forma fehaciente por parte de la JUTEP 
para que lo hagan en el plazo de quince días. Si el intimado no cumpliere de forma injustificada con la 
presentación de la declaración en el plazo otorgado, no podrá ejercer nuevamente la función pública ni 
ser candidato a cargos públicos electivos, para lo que se cursará información a la Corte Electoral, hasta 
tanto no presente la declaración omitida. 


Sin perjuicio de lo previsto en el inciso anterior, la omisión de la presentación de la declaración 
jurada al egreso será sancionada con una multa equivalente a 50 UR (cincuenta unidades 
reajustables). No obstante, el infractor tendrá el plazo perentorio de diez días corridos, contado desde 
el día siguiente a la notificación de la resolución de la multa, para presentar la declaración omitida. Si 
así lo hace, la multa se rebajará a la mitad. 


Las multas establecidas en el inciso anterior se aplicarán oportunamente sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 99 de la Ley N* 18.046, de 24 de octubre de 2006. 


La JUTEP mantendrá actualizada la información en su página web de los nombres, 
documentos de identidad, cargo, organismo y repartición de los obligados omisos». 


— En consideración. 


SEÑORA AYALA.- Quiero hacer dos consultas. La primera es con relación al primer inciso, donde dice: 
«[...] se le notificará de dicha circunstancia a través de su Organismo de origen». ¿La notificación no 
es personal? Y si es así, ¿no tiene que ir dirigida al organismo donde el funcionario está cumpliendo la 
función? 


Por otra parte, pregunto si no habrá cierta inconstitucionalidad en el inciso tercero cuando 
dice: «[...] no podrá ejercer nuevamente la función pública ni ser candidato a cargos públicos electivos 


[..J». 


SEÑOR PRESIDENTE.- No veo que haya inconstitucionalidad porque sería como una norma electoral, 
si cumple con las mayorías calificadas, de dos tercios. En ese sentido no veo ninguna 
inconstitucionalidad. 


Cuando se habla del organismo de origen, me parece que hace referencia al organismo en el 
que la persona prestó funciones. Habría que verlo. Quizás haya dos hipótesis. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que son atendibles las dos observaciones planteadas por la senadora 
Ayala, porque en la primera parte dice: «[...] se le notificará de dicha circunstancia a través de su 
Organismo de origen». O sea que, en realidad, no es que la Jutep notifica, sino que la Jutep le avisa al 
organismo y el organismo es el que le avisa. Me parece que tal como está dispuesto es correcto, 
porque no es lógico que la Jutep ande buscando a todos los funcionarios en la Administración pública. 
Supongamos que un funcionario de la Intendencia de Artigas no presentó su declaración jurada: habría 
que averiguar su domicilio y mandarle la notificación. Lo lógico es que notifique la Intendencia. Creo 
que eso estaría bien. 


Y con relación al inciso tercero, cuando habla de los cargos públicos electivos, creo que hay 
una asimetría con la solución que acabamos de tomar unos artículos para atrás. Por un lado, estamos 
diciendo que no puede ser candidato a cargos públicos electivos, pero por otro, en el caso del 
candidato a presidente, si no lo presenta, le aplicamos una multa. Ahí hay una asimetría de soluciones. 


En un caso paga la multa y se presenta, pero en el otro no se puede presentar. Considero que debería 
haber una solución similar en ambos artículos para que no haya una asimetría tan gruesa. 


(Ocupa la Presidencia el señor Carlos Camy). 


SEÑOR CARRERA.- Señor presidente: realmente comparto la observación que hace el senador 
Bordaberry. Si tomamos la solución que está redactada aquí, habría una asimetría muy grande con 
respecto a lo dispuesto para los candidatos. Considero que lo correcto sería tomar la misma lógica y 
decir que la reglamentación definirá la multa. Me parece que es correcto. 


SEÑOR BORDABERRY.- Se le aplicará la multa, tal como está redactado. 
SEÑOR CARRERA.- Como está redactado el artículo anterior. 

(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 

SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 16 con las modificaciones propuestas. 
(Se lee). 


«Artículo 16. (Omisión de la presentación).- Cuando el funcionario obligado no presentare su 
declaración jurada en los plazos previstos por el artículo 13 de la presente ley, se le notificará dicha 
circunstancia a través de su organismo de origen. Transcurrido un plazo de quince días hábiles y 
verificado su incumplimiento injustificado ingresará en la calidad de omiso. 


La JUTEP comunicará la calidad de omiso al organismo en que reviste el funcionario, a 
efectos de la aplicación de las medidas disciplinarias pertinentes y de la retención prevista por el 
artículo 99 de la Ley N* 18.046, de 24 de octubre de 2006, o en su caso a los organismos de previsión 
social correspondientes. 


Los funcionarios obligados que no hayan presentado su declaración jurada al egresar de la función 
pública en el plazo correspondiente serán intimados en forma fehaciente por parte de la JUTEP para 
que lo hagan en el plazo de quince días. Si el intimado no cumpliere de forma injustificada con la 
presentación de la declaración en el plazo otorgado, no podrá ejercer nuevamente la función pública 
hasta tanto no presente la declaración omitida. 


En el caso de que sea candidato a cargos públicos electivos y no presente la declaración 
jurada será pasible de una multa de acuerdo con lo establecido en el inciso final del artículo XXX de la 
presente ley». 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 16:04). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


